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Zimbabue: El gobierno incrementa el hostigamiento de los defensores de los derechos 

humanos 

 

 

Amnistía Internacional condena los intentos del gobierno de Zimbabue de silenciar a los defensores 

de los derechos humanos. Declaraciones recientes de algunos ministros del gobierno indican que se 

intensificarán la vigilancia y la intimidación a las ONG que han denunciado el deterioro de la situación 

de los derechos humanos en Zimbabue.  

 

«Cada vez son mayores los ataques contra las organizaciones de derechos humanos que sacan a la 

luz las violaciones de estos derechos y son consideradas críticas de la política gubernamental», ha 

manifestado hoy Amnistía Internacional. 

 

La organización ha pedido al gobierno de Zimbabue que respete la Declaración sobre los 

Defensores de los Derechos Humanos, de las Naciones Unidas, y que ponga fin inmediatamente a la 

intimidación y el hostigamiento que ejerce contra las organizaciones de derechos humanos y otros 

defensores de estos derechos.  

 

«Las autoridades deben permitir a los defensores de los derechos humanos trabajar sin 

intimidaciones ni temor a ser detenidos. Las autoridades de Zimbabue y la comunidad internacional 

deben asegurarse de que se llevan a cabo investigaciones públicas imparciales e independientes sobre 

las violaciones de derechos humanos y de que los responsables son puestos a disposición judicial», ha 

manifestado Amnistía Internacional.  

 

El 13 de noviembre, el gobierno publicó una lista de ONG que en su opinión amenazan la paz y la 

seguridad nacional. Ese mismo día, Patrick Chinamasa, ministro de Justicia, en una intervención en el 

Parlamento, acusó a Amani Trust —destacada organización zimbabuense de derechos humanos y 

servicios que aparecía en la lista— y a otras organizaciones de desestabilizar al país. Por su parte, la 

ministra de Servicios Públicos, Trabajo y Bienestar Social, July Moyo, informó al Parlamento de que 

organizaciones como Amani Trust, no registradas con arreglo a lo dispuesto en la Ley de 

Organizaciones Voluntarias Privadas, serían obligadas a cerrar sus oficinas o sus miembros serían 

detenidos.  

 

Según los informes, el gobierno también desacreditó los informes de violencia política elaborados 

por Amani Trust. Los resultados de las investigaciones hechas por esta organización sobre violaciones 

de derechos humanos en Zimbabue coinciden con los de Amnistía Internacional y los de otras 

organizaciones internacionales humanitarias y de derechos humanos. Amnistía Internacional cree que 

estas denuncias forman parte de una campaña del gobierno para desacreditar y socavar el trabajo y la 

reputación de Amani Trust. Esta organización parece estar en el punto de mira del gobierno por su 

meticulosa documentación de los abusos contra los derechos humanos. 



 

«La reciente aplicación por parte del gobierno de la Ley de Organizaciones Voluntarias Privadas 

forma parte de una campaña general para cerrar organizaciones y silenciar medios de comunicación 

independientes que investigan y dan a conocer al público violaciones de derechos humanos en 

Zimbabue. Algunas de estas organizaciones, como Amani Trust, prestan servicios médicos y 

psicológicos fundamentales a cientos de víctimas de la violencia política y la tortura. Estos 

acontecimientos, además de intimidación y el hostigamiento que viene ejerciendo el Estado contra 

periodistas independientes, abogados y ONG de derechos humanos, han creado un clima de trabajo 

hostil para los defensores de los derechos humanos», ha manifestado Amnistía Internacional.   

 

 

Información general 

En septiembre, el gobierno publicó una nota pública aconsejando a las ONG que se inscribieran en 

el registro gubernamental según lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley de Organizaciones Voluntarias 

Privadas. La nota advertía que las ONG que no lo hicieran se arriesgaban a ser perseguidas. Aunque la 

Ley de Organizaciones Voluntarias Privadas entró en vigor en 1997, hasta ahora no se había aplicado 

íntegramente. También preocupa el hecho de que puedan aprobarse nuevas leyes que limiten más las 

actividades de las ONG. 

 

En agosto, la doctora Frances Lovemore, directora médica de Amani Trust, fue detenida y acusada 

de «publicar o hacer declaraciones falsas que perjudican al Estado», a raíz de las informaciones de 

prensa en las que se hablaba del trabajo de Amani Trust con víctimas de tortura y de violación por 

motivos políticos en Zimbabue. La policía asaltó y registró las oficinas de Amani Trust. La doctora 

Lovemore quedó en libertad al día siguiente y todos los cargos contra ella se retiraron por falta de 

pruebas.  

 

 

Documento público 
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Si desean más información pónganse en contacto con la oficina de prensa en Londres llamando al 

número + 44 20 7413 5566, o visiten <http://news.amnesty.org>. Para los documentos y comunicados 

de prensa traducidos al español consulten las páginas web de EDAI en 

<http://www.edai.org/centro/news.html>. 

 


